
ARTICULADO DE LA ORDENANZA MUNICIPAL, DEL MUNICIPIO DE MARCHENA, REGULADORA
DE  LAS  DECLARACIONES  RESPONSABLES Y  DE  LAS  COMUNICACIONES  PREVIAS  DE
ACTUACIONES URBANÍSTICAS.

En rojo están las referencias a distintos apartados o anexos de la ordenanza.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS.

En el Derecho español, la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de
servicios  y  su  ejercicio,  realiza  la  primera  transposición  en  nuestro  ordenamiento  jurídico  de  la
Directiva  2006/123/CE del  Parlamento Europeo y  del  Consejo,  de 12 de diciembre,  relativa  a los
servicios  en el  mercado interior.  Esta  Ley es  seguida de la  Ley 25/2009,  de 22 de diciembre,  de
modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley 17/2009, que, entre otras cosas, realiza
modificaciones en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (incorpora en el régimen jurídico básico de los
medios  de  intervención  en  la  actividad  de  los  ciudadanos  la  declaración  responsable  y  la
comunicación previa), y en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local
(introduce en los medios de intervención en la actividad de los ciudadanos, junto al sometimiento a
previa  licencia  y  otros  actos  de  control  preventivo,  el  de  comunicación  previa  o  declaración
responsable y el control posterior al inicio de la actuación, a efectos de verificar el cumplimiento de la
normativa reguladora de la misma). A su vez el Real Decreto 2009/2009, de 23 de diciembre, realiza
modificaciones  en  la  misma  línea  en  el  Reglamento  de  Servicios  de  las  Corporaciones  Locales
aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955.

El  marco  normativo  expuesto  viene  a  redefinir,  de  conformidad con  los  principios  europeos,  los
mecanismos de control de actividades y ejercicio de determinados derechos por los ciudadanos como
reflejo de la concepción clásica de las facultades de policía administrativa. Así, el esquema de control
previo basado en una petición, verificación del cumplimiento de la legalidad aplicable y autorización
expresa para que el particular pueda desarrollar una tarea, se ve sustancialmente alterado por la
técnica de la  declaración responsable,  que básicamente permite iniciar  una actuación sin esperar
resolución expresa, sólo a partir de una declaración del particular de cumplimiento de la legalidad,
junto con la aportación de carácter documental necesaria, y sin perjuicio del control administrativo
que pasa a ser “a posteriori”.

Además, la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de
determinados servicios, elimina los supuestos de autorización o licencia municipal previa ligados a
obras que no requieran la redacción de un proyecto de conformidad con la Ley de Ordenación de la
Edificación, en determinados establecimientos comerciales y de servicios, pasando a un régimen de
control ex-post basado en una declaración responsable o comunicación previa. Resulta de ella que
cualquier  norma,  disposición  o  acto,  adoptado  por  cualquier  órgano  de   las  administraciones
autonómicas o locales, que contravenga o dificulte la aplicación de este régimen, podrá ser declarado
nulo de pleno derecho. En esta línea se encuentra lo establecido la Ley 3/2014, de 1 de octubre, de
medidas normativas para reducir las trabas administrativas para las empresas, para las actividades
económicas que se puedan considerar inocuas.

En el ámbito estrictamente urbanístico, el régimen de las licencias urbanísticas se regula en la Ley
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (en adelante LOUA), y en el
Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía (en adelante RDUA),  aprobado por el  Decreto
60/2010,  de  16  de  marzo. Establecen  éstas  normas,  entre  otras  cosas,  las  obras  que  estarán
sometidas a previa licencia urbanística, entendiéndose que el resto no están sometidas a éste medio
de intervención municipal, pudiendo los Ayuntamientos establecer por la correspondiente Ordenanza
el medio de intervención oportuno a aplicar al resto de obras para su control urbanístico. Debiendo
tener en cuenta la nueva  redacción dada a la LOUA, por el reciente Decreto-Ley 2/2020 de 9 de
marzo, de mejora y simplificación de la regulación para el  fomento de la actividad productiva de
Andalucía, que ha introducido nueva regulación en los supuestos sujetos a declaración responsable,
comunicación previa, y licencia urbanística. Además, en la Disposición Adicional 14ª de la LOUA se
exime de licencia urbanística a las obras ligadas al acondicionamiento de los locales para desempeñar
la actividad económica, cuando reúnan ciertas condiciones, que será sustituida por la presentación de
una declaración responsable o bien por una comunicación previa. Por otro lado, se debe facilitar el
cumplimiento  por  parte  de  los  propietarios  del  deber  legal  de  conservación  y  rehabilitación



establecido  en  la  LOUA,  con  la  realización  de  actuaciones  que  no  precisen  licencia  urbanística,
siempre que no entre en conflicto con el ejercicio de las potestades de protección de la legalidad
urbanística y el restablecimiento del orden jurídico perturbado.

El  ámbito  de  la  edificación  se  regula  esencialmente  en  la  Ley  38/1999,  de  5  de  noviembre,  de
Ordenación de la Edificación, y en el Código Técnico de la Edificación (en adelante CTE), aprobado por
Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo. La primera establece, entre otras cosas, que la ejecución de
obras  en  los  edificios  precisará  las  preceptivas  licencias  y  demás  autorizaciones  administrativas
procedentes,  de  conformidad  con  la  normativa  aplicable,  así  como  las  actuaciones  que  precisan
proyecto  de  edificación.  El  segundo  establece,  entre  otras  cosas,  que  en  las  intervenciones  en
edificios existentes (de las  que están excluidas las actuaciones de mantenimiento y  reparaciones
puntuales)  que  no precisen proyecto se  aplicará  el  CTE,  y  su cumplimiento se justificará en una
memoria suscrita por técnico competente, aportada junto a la solicitud de licencia o manifestando su
posesión en la correspondiente declaración responsable o comunicación técnica. Se puede colegir de
ésto último que aquellas intervenciones que no afecten a las exigencias básicas establecidas en el
CTE no precisarán de la mencionada memoria justificativa suscrita por técnico competente.

Objetivos generales para la elaboración de la presente Ordenanza:
-  Modernizar  y  adaptar  los  instrumentos  normativos  necesarios  para  un  pleno  ejercicio  de  las
competencias del Ayuntamiento de Marchena, especialmente en lo referente a aquellos ámbitos de
actuación que mayor incidencia tienen en el conjunto de los ciudadanos.
- Regular la intervención municipal en materia urbanística, en el marco de un urbanismo y desarrollo
sostenibles, nuevo referente europeo incluido en la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión
Europea.  La  intervención  municipal  se  extiende  tanto  al  control  preventivo,  bajo  la  figura  de  la
licencia, como a la declaración responsable, y a los controles posteriores a efectos de verificar el
cumplimiento de la normativa reguladora. La actividad de intervención se ajustará, en todo caso, a los
principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, economía y menos intervención, y a tal efecto el
ejercicio  de  ésta  actividad  se  realizará  de  la  manera  menos  restrictiva  posible  y  adecuada  a  la
consecución de los objetivos que se persiguen.
-  Simplificar  y  agilizar  procedimientos,  disminuyendo  los  controles  previos  y  potenciando  los
controles  posteriores,  procurando  la  proporcionalidad  entre  la  relevancia  de  la  actuación  y  la
complejidad  del  trámite  de  intervención,  sin  mermar  la  seguridad  jurídica,  con  la  pretensión  de
contribuir lo máximo posible a favorecer la iniciativa empresarial en el municipio.

Objetivos específicos para la elaboración de la presente Ordenanza:
- Determinar qué actuaciones se pueden tramitar mediante declaración responsable, considerando la
naturaleza,  el  impacto urbanístico y ambiental,  la  complejidad técnica, y la entidad constructiva y
económica de las actuaciones.
- Determinar la documentación que debe acompañar a las declaraciones responsables, procurando la
proporcionalidad entre su contenido y la relevancia de la actuación.
-  Aprobar  modelos  normalizados  para  facilitar  a  los  promotores la  aportación  de  datos  y  la
documentación requerida.
-  Regular  las características del  cartel  informativo a colocar en las obras dentro del ámbito de la
presente Ordenanza, por no estar dicho ámbito comprendido en el de ninguna normativa de rango
igual o superior.
-  Establecer el  régimen sancionador específico al  ámbito de la presente Ordenanza, por no estar
dicho ámbito comprendido en el de ninguna normativa de rango igual o superior.
- Derogar aquella normativa de igual o inferior rango que se oponga a lo establecido en la presente, o
que deje de ser necesaria por solaparse el ámbito de sus regulaciones.

Esta  tarea  se  ve  impulsada  por  la  necesidad  de  adaptarse  a  los  nuevos  tiempos  marcados  por
corrientes legislativas novedosas, y de una clara tendencia liberalizadora, procedentes del ámbito
europeo,  que  ha  obligado  a  los  socios  comunitarios  a  dictar  leyes  nacionales  que  introducen
mecanismos de control más flexibles en materia de licencias y autorizaciones en general, como forma
de permitir un mayor dinamismo económico.
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Artículo 1.- Objeto.
1.  La  presente  ordenanza  tiene  por  objeto  regular  la  intervención  municipal  en  el  control
urbanístico mediante el medio de Declaración Responsable y Comunicación Previa de aquellas
actuaciones urbanísticas no sometidas a previa licencia municipal, por considerarse suficiente un
control posterior para determinar su adecuación a la normativa aplicable, debido a su reducido
impacto urbanístico, escasa entidad constructiva y económica, y sencillez técnica.
La Declaración Responsable es el documento mediante el cual los declarantes manifiestan, bajo
su responsabilidad, que cumplen los requisitos exigidos por esta Ordenanza y por el resto de la
normativa vigente para acceder al reconocimiento de un derecho o facultad, o para su ejercicio,
que disponen de la documentación exigida que así lo acredita y que se comprometen a mantener
su cumplimiento durante el tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.
La Comunicación Previa es el documento por el que los interesados ponen en conocimiento del
Ayuntamiento sus datos identificativos, ubicación física del inmueble, y los demás requisitos que
sean exigibles para el ejercicio de un derecho.
2. Las obras sometidas a obtener previa licencia urbanística son las establecidas en la LOUA, en el
RDUA, y en el correspondiente instrumento de planeamiento urbanístico general.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación.
1. Están sujetas a  Declaración Responsable ante el  Ayuntamiento las siguientes actuaciones
urbanísticas:
a)  Las obras de escasa entidad constructiva y sencillez técnica que no requieran proyecto de
acuerdo con la legislación vigente en materia de edificación,
b)  Las  obras  en  edificaciones  e  instalaciones  existentes,  en  suelo  urbano  consolidado  y
conformes con la ordenación urbanística, que no alteren los parámetros de ocupación y altura, ni
conlleven incrementos en la edificabilidad o el número de viviendas.
c) La ocupación o utilización de las obras del apartado anterior, siempre que las edificaciones e
instalaciones se encuentren terminadas y su destino sea conforme a la normativa de aplicación.
d)  La  primera  ocupación  y  utilización  de  nuevas  edificaciones,  siempre  que  se  encuentren
terminadas y su destino sea conforme a la normativa de aplicación y con la licencia de obras
concedida.
e) Los cambios de uso en las edificaciones señaladas en el apartado b), o en parte de las mismas,
dentro de los permitidos por la ordenación urbanística vigente.
2.  Cuando las  actuaciones del  apartado anterior  requieran de alguna autorización o informe
administrativo  previo  para  el  ejercicio  del  derecho  conforme  a  la  normativa  sectorial  de
aplicación no podrá presentarse la declaración responsable sin que la misma se acompañe de los
mismos o, en su caso, del certificado administrativo del silencio producido.
3.  La  declaración  responsable  faculta  para  realizar  la  actuación  urbanística  pretendida  en  la
solicitud desde el día de su presentación, siempre que vaya acompañada de la documentación
requerida en cada caso, y sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e inspección
posterior que correspondan.
4.  De  conformidad  con  lo  previsto  en  la  legislación  básica  de  Procedimiento  Administrativo
Común, por resolución de la Administración Pública competente se declarará la imposibilidad de
continuar la actuación solicitada, o el cese de la ocupación o utilización en su caso, sin perjuicio
de  las  responsabilidades  penales,  civiles  o  administrativas  a  que  hubiere  lugar,  desde  el
momento en que se tenga constancia de alguna de las siguientes circunstancias:
a)  La inexactitud, falsedad u omisión de carácter esencial  en cualquier dato, manifestación o
documento que se acompañe o incorpore a la declaración responsable.
b) La no presentación, ante la Administración competente, de la declaración responsable de la
documentación requerida, en su caso, para acreditar el cumplimento de lo declarado.
c) La inobservancia de los requisitos impuestos por la normativa aplicable.
d)  El  incumplimiento  de  los  requisitos  necesarios  para  el  uso  previsto.  En  este  caso,  si  la
Administración no adopta las medidas necesarias para el cese del acto o uso en el plazo de seis
meses, será responsable de los perjuicios que puedan ocasionarse a terceros de buena fe por la
omisión de tales medidas, de conformidad con la legislación básica en materia de suelo.
5. Serán objeto de  Comunicación Previa a la Administración cualquier dato identificativo que
deba ponerse en su conocimiento para el ejercicio de un derecho, y en particular los siguientes:



a)  Los  cambios  de  titularidad  de  las  licencias  y  declaraciones  responsables.  La  falta  de
presentación de dicha comunicación implicará que los titulares quedarán sujetos con carácter
solidario a las responsabilidades que pudieran derivarse de la actuación que se realice al amparo
de dicha licencia.
b) El inicio de las obras.
c) Las prórrogas del plazo para el inicio y terminación de las obras con licencia o declaración
responsable en vigor.
6. Conforme a la legislación básica en materia de suelo, en ningún caso se entenderán adquiridas
por declaración responsable o actuación comunicada facultades en contra de la legislación o el
planeamiento urbanístico de aplicación. Las actuaciones sujetas a declaración responsable que se
realicen  sin  haberse  presentado  la  misma,  cuando  sea  preceptiva,  o  que  excedan  de  las
declaradas, se considerarán como actuaciones sin licencia a todos los efectos, aplicándoseles el
mismo régimen de protección de la legalidad y sancionador que a las obras y usos sin licencia.

Artículo 3.- Exclusiones.
No podrán tramitarse por el procedimiento de Declaración Responsable ni Comunicación Previa,
todas aquellas actuaciones que no se incluyan en el artículo 169 bis de la LOUA.

Artículo 4.- Procedimiento.
1. La Declaración Responsable deberá efectuarse en los impresos normalizados del Anexo III de
la presente Ordenanza.
2.  Sólo  estará  legitimado  para  suscribir  la  Declaración  Responsable  el  sujeto  que  asuma  la
condición  de  promotor  de  la  misma.  No  será  admisible,  ni  surtirá  efectos,  la  Declaración
Responsable suscrita por el constructor de la obra, salvo que en él concurriese la circunstancia de
promotor de la misma.
3. La Declaración Responsable ha de venir acompañada de la documentación específica definida
en el Anexo II de esta Ordenanza, incluidas las posibles autorizaciones administrativas exigibles
por la normativa sectorial. Partiendo del principio de que sólo se podrán otorgar autorizaciones
para obras en parcelas, edificios, construcciones e instalaciones legales urbanísticamente (que
cuenten  con  las  preceptivas  licencias  establecidas  por  la  normativa),  o  regularizados
urbanísticamente  (que  cuenten  con  los  preceptivos  reconocimientos,  certificaciones
administrativas  o  declaraciones  administrativas,  establecidos  por  la  normativa),  junto  a  la
Declaración  Responsable  se  aportará  documentación  acreditativa  de  tales  legalidades  o
regularizaciones.
4.  Cuando la documentación sea completa,  según  el  Anexo II, y  correcta,  y la actuación esté
incluida entre aquellas a las que el Anexo I de esta Ordenanza asigna a este procedimiento y se
ajuste a  la  normativa de  aplicación,  el  sello  de registro  de  entrada equivaldrá  a  la  toma de
conocimiento  por  parte  del  Ayuntamiento,  y  autorizará  el  inicio  y  ejecución  de  las  obras
necesarias. En caso contrario, la declaración no surtirá efectos.
5. Si una vez revisada la documentación se considera insuficiente o deficiente según el Anexo II,
en plazo no superior a diez días hábiles desde la entrada en el registro del Ayuntamiento, se
requerirá motivadamente al solicitante para que en un plazo no superior a quince días proceda a
la subsanación de las incidencias, que se abstenga de ejecutar su actuación, y que la suspenda en
caso de estar iniciada, hasta que subsane las incidencias.  Si  transcurrido el plazo otorgado al
objeto de la  subsanación no se diera cumplimiento a  lo  requerido,  se tendrá por  decaída la
declaración,  deviniendo ineficaz a todos los efectos  legales,  y en el  caso de estar  iniciada o
realizada la actuación, se le requerirá el restablecimiento del orden jurídico perturbado.
6. Si una vez revisada la documentación se considera que la actuación no está incluida entre las
que esta Ordenanza determina para el procedimiento utilizado, o que la actuación no se ajusta a
la normativa de aplicación, o que se incumplen los requisitos necesarios para el uso previsto, en
plazo  no  superior  a diez  días  hábiles  desde  la  entrada  en  el  registro  del  Ayuntamiento,  se
comunicará  al  solicitante  el  decaimiento  de  la  declaración,  deviniendo  ineficaz  a  todos  los
efectos  legales,  y  en  el  caso  de  estar  iniciada  o  realizada  la  actuación,  se  le  requerirá  el
restablecimiento del orden jurídico perturbado.
7. El inicio de la actuación se hará sin perjuicio de las facultades de comprobación, control e
inspección  del  Ayuntamiento.  La  inexactitud,  falsedad  u  omisión,  de  carácter  esencial,  en
cualquier  dato,  manifestación  o  documento  que  se  acompañe  a  la  declaración  responsable



determinará la declaración por el Ayuntamiento de la imposibilidad de ejercer la actuación, sin
perjuicio del resto de responsabilidades civiles penales o administrativas a que hubiere lugar.
En  la  resolución  municipal  se  determinará  las  medidas  de  protección  de  la  legalidad  que
procedan, el plazo para ejecutarlas o la necesidad de cesar en la actuación iniciada.
8. El régimen procedimental a que éstas actuaciones se sujetan no exonera a los titulares de las
mismas de sus obligaciones de carácter fiscal, administrativo o civil establecidas por la normativa
vigente que sea de aplicación.

Artículo 5.- Efectos y condiciones generales.
1.  La  Declaración  Responsable  producirá  efectos  entre  el  Ayuntamiento  y  el  sujeto  a  cuya
actuación se refiera,  y  no  alterará  las  situaciones  jurídicas  privadas  entre éste  y  el  resto de
personas que puedan resultar  titulares  de derechos  o  intereses  de cualquier  índole  civil.  Se
realizarán dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio del de terceros.
2.  Únicamente  se  podrán  realizar  las  actuaciones  declaradas.  Si  se  pretenden  realizar  otras
actuaciones, o modificar las declaradas, se deberá obtener la licencia urbanística, o presentar la
Declaración Responsable, según proceda, previamente a su comienzo.
3. En el lugar de la actuación deberá estar a disposición de los servicios municipales el impreso
diligenciado de la Declaración Responsable,  así  como una copia de la documentación técnica
correspondiente.  Se  facilitará  el  acceso  al  personal  de  dichos  servicios  para  inspecciones  y
comprobaciones.
4.  Las  Declaraciones  Responsables  tendrán vigencia  en  tanto  que  se  realice  la  actuación
amparada en la  misma,  por  el  plazo determinado que se establezca en el  modelo,  salvo las
licencias de ocupación y utilización que tendrán una vigencia indefinida.
5.  Sólo  se  podrá  conceder  una  prórroga,  cuyo  plazo  no  podrá  ser  superior  al  plazo  fijado
originalmente, y que deberá ser solicitada antes de que finalice el plazo de vigencia, presentando
la correspondiente Comunicación Previa.
6. En ningún caso pueden realizarse actuaciones en contra de la normativa de aplicación.
7. Se cumplirán las disposiciones vigentes que deban contemplarse en la actuación declarada.
8. La Declaración Responsable no podrá ser invocada para excluir o disminuir la responsabilidad
administrativa,  civil  o  penal  en  que  hubieran  incurrido  los  titulares  en  la  realización  de  la
actuación.
9. La Declaración Responsable será entendida sin perjuicio de las demás autorizaciones que sean
preceptivas conforme a la legislación vigente.
10.  El  promotor estará  obligado  a  reparar  los  desperfectos  que,  como  consecuencia  de  las
actuaciones  realizadas,  se  originen  en  las  vías  públicas  y  demás  espacios  colindantes,  y  a
mantener éstos en suficientes condiciones de funcionalidad,  seguridad,  salubridad y limpieza
mientras duren las actuaciones.
11. Será aplicable lo dispuesto por la normativa sobre residuos de la construcción y demolición
según el tipo de obra que se trate.
12. Quedará prohibido disponer o colocar en el espacio público medios auxiliares o materiales de
obra que no dispongan de la correspondiente autorización administrativa.

Artículo 6.- Información y publicidad de las actuaciones.
1. En toda obra sometida a Declaración Responsable será preceptivo la colocación de un cartel
con el título de “CARTEL INFORMATIVO DE OBRA SOMETIDA A DECLARACIÓN RESPONSABLE”
según los correspondientes modelos recogidos en el Anexo IV.
2. La presencia de dicho cartel es preceptiva desde el inicio de la obra hasta su finalización. Si se
deteriorase de forma que impida su función, aunque sea parcialmente, debe ser sustituido. Es
responsabilidad del promotor el cumplimiento de estas obligaciones y que la información sea
veraz y esté actualizada.
3. El cartel se ubicará en el acceso a la obra, en lugar visible desde la vía pública. Su colocación no
supondrá afecciones a la seguridad de las personas y bienes, ni al ornato público.
4.  El  tamaño  del  cartel  y  su  tipografía  será  tal  que  permita  la  lectura  sin  dificultad  de  la
información  en  él  contenida  desde  la  vía  pública,  como  mínimo  formato  A3.  Su  forma  será
rectangular apaisada.
5.  Los  materiales  constitutivos  del  mismo  serán  apropiados,  suficientemente  resistentes  y
durables, y con suficiente contraste para no dificultar su lectura.



6. Terminada la obra deberá procederse a la retirada de la información y sus soportes, siendo
responsabilidad del promotor el cumplimiento de ésta obligación.

Artículo 7.- Potestad de inspección y control posterior.
1.  Conforme  a  lo  establecido  en  el  segundo  apartado  del  artículo  4  de  la  Ley  40/2015,  de
Régimen Jurídico del Sector Público, esta Administración Municipal velará por el cumplimiento
de los requisitos aplicables en la presente Ordenanza; para lo cual podrá comprobar, verificar,
investigar  e  inspeccionar  los  hechos,  actos,  elementos,  actividades,  estimaciones  y  demás
circunstancias  que se produzcan.  Esta potestad de comprobación  e inspección  se atribuye y
ejerce  sin  perjuicio  de la  que corresponda a  esta  Administración  o  a  otras  Administraciones
Públicas en aplicación de lo dispuesto por otras normas.
2.  Los  servicios  municipales  competentes  ejercerán  dos  clases  de  control:  el  control  de
documentación, y el control a través de actuaciones de comprobación e inspección.
3.  El  control  de  documentación  se  iniciará  siempre  de  oficio  por  parte  de  los  servicios
municipales competentes. Las actuaciones de comprobación e inspección podrán ser iniciadas
bien de oficio por parte de dichos servicios municipales, o bien a raíz de denuncias formuladas
por parte de terceros, con el objeto de comprobar la veracidad de los hechos denunciados.

Artículo 8.- Potestad sancionadora.
1. El régimen sancionador para las actuaciones reguladas por la presente Ordenanza se regirá
por la LOUA, el RDU de Andalucía y la demás normativa sectorial que resulte de aplicación, así
como por las disposiciones contenidas en la presente Ordenanza.
2. Tienen la consideración de infracciones administrativas las acciones y omisiones que vulneren
las normas contenidas en la presente Ordenanza, así como la desobediencia de los mandatos y
requerimientos de la Administración municipal, o de sus agentes, dictados en aplicación de la
misma.
3. La potestad sancionadora se ejercerá de acuerdo con los principios establecidos en el Capítulo
III del Título Preliminar de la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público.
4. Los expedientes sancionadores se tramitarán conforme a lo previsto en la Ley 39/2015, del
Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 9.- Infracciones.
1. Las infracciones se clasifican en muy graves, graves y leves, de conformidad con la tipificación
establecida en los apartados siguientes.
2. Se considerarán infracciones muy graves:
a)  La alteración o simulación de la verdad,  con efectos relevantes  y  de carácter  esencial,  de
cualquier  dato,  manifestación  o  documento  incorporada  a  la  Declaración  Responsable.  Se
considera  esencial,  en  todo  caso,  la  información  relativa  a  la  titularidad  de  la  actuación,  la
naturaleza  de  la  misma,  la  obtención  de  autorizaciones  preceptivas,  el  cumplimiento  de  las
obligaciones  relativas  a  la  adopción  de las  medidas  de seguridad,  incluidas  las  relativas  a  la
protección del medio ambiente, y aquellas obligaciones que afecten a la salud de los usuarios.
b)  El  incumplimiento de las  medidas  provisionales  previstas  en  el  artículo  13,  en especial  la
continuación de la actuación quebrantando el precinto acordado en virtud de dicho precepto.
c) La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas graves.
d)  Aquellas  conductas  infractoras  que  determinen  especiales  situaciones  de  peligro  o  grave
riesgo para los bienes o para la seguridad e integridad física de las personas, o supongan una
perturbación relevante de la convivencia que afecte de forma grave, inmediata y directa a la
tranquilidad o al ejercicio de derechos legítimos de otras personas o al normal desarrollo de las
actividades.
3. Se considerarán infracciones graves:
a) La inexactitud u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento
incorporada  a  la  Declaración  Responsable,  cuando  habiendo  sido  requerido  por  el  órgano
competente del Ayuntamiento para su subsanación, no lo haya sido en el plazo otorgado.
b)  El  inicio  o  desarrollo  de  la  actuación  sin  la  presentación  ante  esta  Administración  de  la
correspondiente Declaración Responsable de forma completa y correcta.
c)  La realización de la actuación sin la posesión de la documentación que debe acreditar los
requisitos  exigidos  por  la  normativa  vigente  y  que  de  manera  expresa  se  relacionen  en  la



Declaración Responsable.
d) La falta de firma por técnico competente de la documentación técnica que se debe aportar o
poseer según esta Ordenanza.
e)  La  realización  de  una  modificación  sustancial  de  una  actuación  sometida  a  Declaración
Responsable  sin  haber  presentado  previamente  la  Declaración  Responsable  para  dicha
modificación.
f)  La  obstaculización  del  ejercicio  de  las  funciones  inspectoras  por  parte  de  los  servicios
municipales competentes.
g) La presentación de la documentación técnica final o la firma del certificado final sin ajustarse a
la realidad existente a la fecha de la emisión del documento o certificado.
h) El incumplimiento de las condiciones, en su caso, establecidas en la Declaración Responsable.
i) La reiteración o reincidencia en la comisión de faltas leves.
4. Se considerarán infracciones leves:
a) La alteración o simulación de la verdad, con efectos relevantes y de carácter no esencial, en
cualquier dato, manifestación o documento incorporada a la Declaración Responsable.
b)  La  inexactitud  u  omisión,  de  carácter  no  esencial,  en  cualquier  dato,  manifestación  o
documento incorporada a la Declaración Responsable, cuando habiendo sido requerido por el
órgano competente del Ayuntamiento para su subsanación, no lo haya sido en el plazo otorgado.
c) La no presentación de la correspondiente documentación para los casos de: cambio de titular;
prórroga;  paralización o interrupción de la actuación;  y  cambio de técnico responsable de la
actuación.
d) No encontrarse en el lugar de la actuación el correspondiente documento acreditativo de la
Declaración Responsable.
e)  Las  acciones  u  omisiones  tipificadas  como  infracciones  graves  cuando  por  su  escasa
significación,  trascendencia  o  perjuicio  ocasionado  a  terceros  no  deban  ser  calificadas  como
tales.
f)  La realización de una modificación no sustancial  de una actuación sometida a Declaración
Responsable  sin  haber  presentado  previamente  la  Declaración  Responsable  para  dicha
modificación.
g)  Cualquier  incumplimiento  de  lo  establecido  en  la  presente  Ordenanza  y  en  las  leyes  y
disposiciones reglamentarias a las que se remita, siempre que no esté tipificado como infracción
muy grave o grave.

Artículo 10.- Sanciones.
La  comisión  de  las  infracciones  tipificadas  en  la  presente  Ordenanza  llevará  aparejada  la
imposición de las siguientes sanciones:
a) Infracciones muy graves: multa desde 1.501 euros hasta 3.000 euros.
b) Infracciones graves: multa desde 751 euros hasta 1.500 euros.
c) Infracciones leves: multa hasta 750 euros, con un mínimo de 100 euros.

Artículo 11.- Graduación de las sanciones.
1. La imposición de las sanciones correspondientes a cada clase de infracción se regirá por el
principio de proporcionalidad y, en todo caso, se tendrán en cuenta los criterios de graduación
siguientes:
a)  Si concurre sólo una circunstancia atenuante, la sanción se impondrá en su mitad inferior.
Cuando sean varias, en la cuantía mínima de dicha mitad.
b) Si no concurren circunstancias agravantes ni atenuantes, la sanción se impondrá en la cuantía
máxima de la mitad inferior.
c)  Si  concurren  tanto  circunstancias  agravantes  como  atenuantes,  el  órgano  sancionador  las
valorará conjuntamente.
d) Si concurre sólo una circunstancia agravante, la sanción se impondrá en su mitad superior.
Cuando sean varias o una muy cualificada, podrá alcanzar la cuantía máxima de dicha mitad.
2.  No se tendrán en cuenta,  a  los  efectos  previstos  en  este artículo,  aquellas  circunstancias
agravantes o atenuantes que sean elementos constitutivos del tipo de infracción, o que hayan
sido tenidas en cuenta para calificar la gravedad de la infracción.
3. Son circunstancias agravantes:
a) Prevalerse, para la comisión de la infracción, de la titularidad de un oficio o cargo público,



salvo que el hecho constitutivo de la misma haya sido realizado, precisamente, en el ejercicio del
deber funcional propio del cargo u oficio.
b) El  empleo de violencia o cualquier otro tipo de coacción sobre la autoridad o funcionario
público encargados del  cumplimiento de la legalidad,  o mediación de soborno,  salvo que los
hechos sean constitutivos de delito.
c) La manipulación de los supuestos de hecho, la declaración de datos falsos o incorrectos o la
falsificación de documentos, salvo que los hechos sean constitutivos de delito.
d) El aprovechamiento en beneficio propio de una grave necesidad pública o de los particulares
perjudicados.
e)  La comisión de la infracción por  persona a la que se haya impuesto con anterioridad una
sanción firme por cualesquiera infracciones graves o muy graves en los últimos cuatro años.
f) La iniciación de los actos sin orden escrita del técnico titulado director y las modificaciones en
su ejecución sin instrucciones expresas de dicho técnico.
g) La persistencia en las obras, actuaciones o usos tras la advertencia del inspector.
4. Son circunstancias atenuantes:
a)  La ausencia de intención de causar un daño tan grave a los intereses públicos o privados
afectados.
b) La reparación voluntaria y espontánea del daño causado.
c) La paralización de las obras o el cese en los actos de instalación, construcción o edificación o
uso del suelo, vuelo, subsuelo, de modo voluntario, tras la pertinente advertencia del inspector.
5. Son circunstancias mixtas, que según cada caso concreto atenúan o agravan la responsabilidad:
a)  El  grado  de  conocimiento  de  la  normativa  legal  y  de  las  reglas  técnicas  de  obligatoria
observancia por razón del oficio, profesión o actividad habitual.
b) El beneficio obtenido de la infracción o, en su caso, la realización de ésta sin consideración al
posible beneficio económico.
c) La naturaleza de los perjuicios causados, con especial atención al riesgo de daño a la salud o a
la seguridad exigible.
6.  Si  el  hecho constitutivo de una infracción fuese legalizado, la sanción que corresponda se
reducirá en un setenta y cinco por ciento de su importe.
7. En la fijación de las sanciones de multa se tendrá en cuenta que, en todo caso, el montante de
la  sanción  pecuniaria  impuesta deberá  ser,  como mínimo,  el  equivalente  a  la  estimación del
beneficio económico obtenido con la infracción más los daños y perjuicios ocasionados.

Artículo 12.- Responsabilidad.
1. Son responsables de las infracciones, atendiendo a las circunstancias concurrentes, quienes
realicen las conductas infractoras, y en particular:
a) Los titulares de las actuaciones.
b) Las entidades y/o personas que realicen materialmente las actuaciones.
c) Los técnicos que intervengan y/o suscriban la documentación técnica.
2.  Cuando  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  establecidas  en  la  presente  Ordenanza
corresponda a varias personas conjuntamente, responderán solidariamente de las infracciones
que  se  cometan  y  de  las  sanciones  que  se  impongan.  En  el  caso  de  extinción  de  personas
jurídicas, podrá exigirse subsidiariamente la responsabilidad a los administradores de las mismas.
3. Cuando los responsables de las infracciones sean técnicos para cuyo ejercicio profesional se
requiera la  colegiación,  se pondrán los hechos en conocimiento del  correspondiente Colegio
Profesional  para  que  adopte  las  medidas  que  considere  procedentes,  sin  perjuicio  de  las
sanciones  que  puedan  imponerse  por  la  Administración  municipal  como  consecuencia  de  la
tramitación del oportuno procedimiento sancionador.

Artículo 13.- Medidas provisionales.
1. Podrán adoptarse medidas de carácter provisionales cuando sean necesarias para asegurar la
eficacia de la resolución, las exigencias de los intereses generales, el buen fin del procedimiento
o evitar el mantenimiento de los efectos de la infracción.
2. Las medidas provisionales podrán consistir en: la suspensión de las obras o el cese del acto en
curso de ejecución, realización o desarrollo; la clausura de los establecimientos o instalaciones y
suspensión de autorizaciones; y precintado de las obras, instalaciones o usos. Su efectividad se
mantendrá hasta que se acredite fehacientemente el cumplimiento de las condiciones exigidas o



la subsanación de las deficiencias detectadas.
3.  Dentro  del  procedimiento  se  podrán  establecer  otras  medidas  provisionales  o  de
restablecimiento y aseguramiento de la legalidad.

Artículo 14.- Caducidad.
El plazo máximo para resolver será de 6 meses desde el inicio del procedimiento sancionador.
Transcurrido este plazo y siempre que no concurran las causas de suspensión previstas en el
artículo  21  de  la  Ley  39/2015,  del  Procedimiento  Administrativo  Común,  se  producirá  la
caducidad del procedimiento.

Artículo 15.- Prescripción.
1. Las infracciones administrativas previstas en esta Ordenanza prescribirán  a los dos años las
muy graves, al año las graves, y a los seis meses las leves.
2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a computarse desde el día en que la
infracción  se  haya  cometido  o,  en  su  caso,  desde  aquel  en  que  hubiera  podido  incoarse  el
procedimiento.  A  este  último  efecto,  se  entenderá  posible  la  incoación  del  procedimiento
sancionador desde el momento de la aparición de signos externos que permitan conocer los
hechos constitutivos de la infracción, y nunca antes de la completa terminación de los actos.
3. Las sanciones prescribirán a los tres años las impuestas por infracciones muy graves, a los dos
años las impuestas por infracciones graves, y al año las impuestas por infracciones leves.
4. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse el día siguiente a aquel en que
adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción. Interrumpirá la prescripción la
iniciación,  con conocimiento del  promotor,  del  procedimiento de ejecución,  reanudándose el
plazo de prescripción si el procedimiento de ejecución estuviera paralizado más de un mes por
causa no imputable al infractor.

Disposición Adicional.
Se faculta al Alcalde o Alcaldesa para dictar los actos y disposiciones necesarias para la gestión y
aplicación de ésta Ordenanza, así como ampliar o modificar los anexos en ella incluidos. Esta
facultad será delegable.

Disposición Transitoria.
Los  expedientes  que  se  encuentren  en  trámite  en  el  momento  de  entrada  en  vigor  de  la
presente Ordenanza mantendrán su tramitación por el procedimiento vigente en el momento de
su iniciación.
No obstante, el titular podrá acogerse a los procedimientos regulados en esta Ordenanza previa
solicitud expresa. A estos efectos se considerará la fecha de esta nueva solicitud como inicio del
nuevo procedimiento a efectos del cómputo de plazos, siempre que la documentación aportada
estuviera ajustada a lo dispuesto en esta Ordenanza.

Disposición Derogatoria.
En  general  quedan  derogadas  cuantas  normas  de  igual  o  inferior  rango  se  opongan  a  lo
establecido en la presente Ordenanza. En particular quedan derogadas las siguientes normas:
- Ordenanza Municipal Reguladora de las Licencias Urbanísticas de Obras Menores, publicada en
el B.O.P. Sevilla nº 68, de fecha 24-03-2009, y sus modificaciones.

Disposición Final.
La  presente  Ordenanza,  una  vez  aprobada  definitivamente  por  el  Pleno  de  la  Corporación,
entrará en vigor al día siguiente de la publicación de su texto íntegro en el Boletín Oficial de la
Provincia.


